
QUO VADIS 

 

Lo que estamos viendo estos días en las redes sociales y en los medios de comunicación no es 

algo nuevo.  No por habitual y rutinario deja de ser incomprensible. Me explico. Cientos, miles 

de jóvenes, y no tan jóvenes, se echan a las calles de Barcelona, Lleida, Girona, Madrid, 

Granada, y como no, Pamplona, para clamar por la “libertad de expresión” de un rapero que 

acaba de ingresar en prisión por superar los veinticuatro meses de varias condenas firmes. 

Primera lección de derecho procesal y penal. No se puede, en consecuencia, suspender su 

ingreso penitenciario, al igual que sucede en todas y cada una de las personas que están en su 

misma situación por los más variados y distintos delitos cometidos. Ingresa en la cárcel 

porque, según el código penal español, sus actos –sean los que fueren- están considerados 

como acciones tipificadas, penadas, culpables y punibles y merecen el reproche legal 

correspondiente. Y ese, sean los que fueren, engloban desde las lesiones, las amenazas, las 

injurias y la apología del terrorismo. Ahí es nada. 

Hasta aquí la aplicación de la norma en nuestro país. A partir de aquí, el derecho de cualquier 

persona a manifestar su disconformidad con lo dicho más arriba y con la aplicación de las 

leyes. Tal y como recoge el artículo 20 de la Constitución Española, derecho a expresar y 

difundir libremente los pensamientos, ideas y  opiniones mediante la palabra, el escrito o 

cualquier otro medio de reproducción.  Pero también derecho a comunicar o recibir libremente 

información veraz por cualquier medio de difusión. Uno y otro, el derecho a decir lo que uno 

piensa y el derecho del otro a decir lo contrario. Además, estas libertades tienen su límite en el 

respeto a los derechos reconocidos fundamentales, y, especialmente, en el derecho al honor, a 

la intimidad, a la propia imagen y a la protección de la juventud y de la infancia. 

Todo esto dice la Constitución, y no solamente lo que algunos dicen que dice. Como escribía 

Jean Paul Sastre, mi libertad acaba donde empieza la del otro. Pero claro, y esto lo digo yo, hay 

quien cree que “el otro” no tiene los mismos derechos por ser, por ejemplo, periodista o 

policía… Y, siguiendo su “lógica aplastante” se puede violentar y callar a ambos porque “yo lo 

digo y punto”. 

Expresar libremente lo que uno siente o cree que siente, manifestarse de forma cívica y, sobra 

decir, pacífica, para defender sus ideas es un signo inequívoco de que la democracia funciona. 

Y sí, la inmensa mayoría de la ciudadanía que estos días está saliendo a las calles para mostrar 

su disconformidad con la entrada en prisión del susodicho lo está haciendo como es de 

esperar, gritando fuerte pero sin violencia. Sin embargo, otros, los menos pero sí muy ruidosos 

y violentos, aprovechan el anonimato, la noche cerrada y su oscuridad para delinquir de 

manera radical y organizada contra la policía. Son el claro ejemplo de que la libertad que ellos 

reclaman es una suerte malabares dialécticos –los menos- que buscan crear un estado de 

tensión sin sentido en las calles. 

 La policía es la única institución democrática que tiene encomendado el uso de la fuerza; y en 

la utilización de los medios a su alcance se rigen por los principios de congruencia, oportunidad 

y proporcionalidad. Y sí,  no voy a erigirme en adalid del corporativismo de una y otra 

profesión. Hay periodistas malos, al igual que hay policías malos. Cuando uno, sea periodista o 



policía “mete la pata” penalmente hablando, la Ley tiene que caer sobre él sin miramientos, 

presunción de inocencia por delante. Acuérdese, por ejemplo, de lo ocurrido hace escasos días 

en Linares. Ley y solo ley para los autores de cualquier delito, de este, también. 

Pero es que también las algaradas de violentos están arremetiendo contra medios de 

comunicación y establecimientos comerciales. Miles de euros que nosotros, ciudadanos de a 

pie, tenemos que soportar para financiar los destrozos y los daños causados a unas 

comerciantes maltrechos por la pandemia que estamos padeciendo. 

Mi querido amigo, Gabriel Trejo, experto en delitos de odio, suele comenzar sus charlas 

formativas recordando esta frase: “La palabra precede a la acción”. Una frase que hace suya de 

la mano de otro experto en esto de la violencia callejera y la discriminación, Esteban Ibarra, 

presidente de Movimiento Contra la Intolerancia. Y sí, es cierto, la palabra, un arma peligrosa 

cuando se utiliza a sabiendas de que puede causar reacciones violentas, es la antesala de algo 

peor, un aviso a navegantes con inciertas consecuencias. 

En definitiva, derecho a la protesta, a la indignación y al grito, siempre. Pero ese adverbio, 

siempre, utilizado de forma condicional; siempre y cuando no atente con la postura contraria 

del otro. Solo así existirá una convivencia real y duradera.  
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